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Pereira, mayo cuatro (4) de dos mil dieciséis (2016)             

        Acta No. 205 de mayo 4 de 2016

Expediente No. 66001-31-03-002-2016-00043-01
Procede la Sala a resolver sobre la impugnación que formuló el señor Felipe Jaramillo Londoño, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, el 26 de febrero último, en la acción de tutela que promovió contra el Juzgado Sexto Civil Municipal de Pereira, a la que fueron vinculados el Banco Davivienda, Banco Colpatria, Banco GNB Sudameris, Vertical de Construcciones S.A.S., Fenalco Valle del Cauca, Arturo Gómez Herrera, Secretaría de Hacienda de Pereira, Colegio Liceo Francés de Pereira, Leónidas Guillermo Ramírez, Roberto Salazar y Asociados S.A., Fernando Ramírez González, Edificio Alpes Reservado P.H., Materiales Los Profesionales, Distracom S.A., Acueducto Cerritos, J&L Equipos, DIAN, Leandra Jaramillo, Coomeva, Francisco Vallejo Chujfi, Movicom Ltda., Almacenes Corona, Arquitectura Liviana, Credivalores, Pablo Botero Jaramillo y el señor Alonso Acuña Arango, liquidador. 
ANTECEDENTES

1.- Se relataron en la demanda extensos hechos que admiten el siguiente resumen: 

1.1 Las actuaciones irregulares del juez accionado se enmarcan como mínimo dentro de dos de las causales enlistadas taxativamente por la jurisprudencia como para considerar que evidentemente se está frente a “vías de hecho” y se producen en el trámite de la liquidación patrimonial de persona no comerciante.
1.2 La función desplegada por el citado juez se limitó a lo resuelto en tres providencias contradictorias. La primera, del 1º de diciembre de 2015, en la que decidió aprobar el acuerdo resolutorio, a tal punto que ordenó suspender la audiencia de adjudicación “para darle trámite al mismo”; la segunda, del 15 de enero de 2016, por medio de la cual resolvió “No aceptar” el acuerdo resolutorio aprobado en audiencia del 1º de diciembre; y la tercera, del 10 de febrero de 2016, en la cual decidió “no reponer” su decisión, retractándose inexplicablemente de la decisión inicial.  
1.3 El inciso segundo del artículo 569 del estatuto procesal establece que en este procedimiento, el juez únicamente… “verificará su legalidad”… Si está conforme con las condiciones taxativamente expuestas en los artículos 553 y 554 lo deberá aprobar.

1.4 El juez solamente tiene facultades para verificar la legalidad del acuerdo. Si se presentan algunas inconsistencias deberá, a través del “principio de conservación del acuerdo”, propender para que se subsanen los errores detectados, si es que los hubo y continuar con la ejecución de la decisión de la mayoría, plasmada en el acuerdo resolutorio.
1.5 El acuerdo resolutorio fue presentado dentro de los tiempos establecidos en el inciso primero del artículo 569 y no fue impugnado por ninguno de los apoderados de los acreedores dentro de la audiencia, la cual fue suspendida para darle trámite.
1.6 De forma arbitraria y con un incomprensible “afán garantista” como lo describe el mismo juez, puso en conocimiento (descorrió traslado) el acuerdo resolutorio por tres días a las partes que integran el proceso, procedimiento que no se establece en ningún aparte de la norma procesal.
1.7 El liquidador y uno de los acreedores presentaron extemporáneamente objeción al acuerdo resolutorio nueve días después de la audiencia, objeciones que el juez, alejado del estatuto procesal, valoró y motivaron su cambio de decisión del 1º de diciembre de 2015. No valoró las pruebas aportadas oportunamente dentro de su recurso de reposición.
1.8 Considera que se presentó por parte del funcionario accionado, inobservancia de las normas procesales y violación del derecho a la defensa y a la libre valoración de la prueba. 
2.- Considera vulnerados sus derechos al debido proceso, a la defensa y a la igualdad y para obtener su protección, solicita se ordene al Juez Sexto Civil Municipal de Pereira dejar sin efectos las providencias del 15 de enero y 10 de febrero de 2016 y confirmar la providencia del 1º de diciembre de 2015, en especial darle trámite al acuerdo resolutorio tal y como fue aprobado.
A C T U A C I Ó N     P R O C E S A L

1.- Por auto del pasado 16 de febrero se admitió la acción; se ordenó vincular a todos los acreedores dentro del proceso de liquidación patrimonial de persona natural no comerciante y al liquidador, señor Alonso Acuña Arango, y se decretó la práctica de inspección judicial al proceso a que se refieren los hechos de la demanda.
2.- En el trámite de la acción de tutela, se produjeron los siguientes pronunciamientos:
2.1 El representante legal de Materiales Los Profesionales, los señores Fernando Ramírez González, Leónidas Guillermo Ramírez y la apoderada de Fenalco Valle del Cauca, indicaron que se ratificaban en la decisión de apoyar el acuerdo resolutorio presentado por el accionante.

2.2 Los acreedores Leandra Jaramillo, Arquitectura Liviana y Acueducto de Cerritos, manifestaron que pese a que no suscribieron el acuerdo resolutorio, lo han leído y no consideran que vulnere sus derechos, por lo que solicitan se ordene al juez accionado se sirva dar cumplimiento a lo en él estipulado.
2.3 El liquidador, señor Alonso Acuña Arango, expuso que no se puede afirmar que en la providencia del 1º de diciembre de 2015 el juez haya decidido aprobar el acuerdo resolutorio, pues tal actuación es en realidad el acta de la audiencia de adjudicación de los bienes del deudor, la cual fue señalada para esa fecha, pero que por haberse presentado un supuesto acuerdo, el juez de conocimiento se vio obligado a suspender dicha audiencia para estudiar el lleno de los requisitos legales que el mismo debe contener, anunciando dentro del cuerpo del acta que se había presentado un documento por parte del deudor Felipe Jaramillo; mucho menos se puede decir que los firmantes en el acta aprobaran con la firma el acuerdo resolutorio, pues en ningún momento tuvieron la oportunidad de observar su contenido, tan solo fue conocido por los firmantes hasta el momento en que el despacho corrió traslado de aquel.
Agregó que los autos interlocutorios por medio de los cuales se negó la aprobación del acuerdo resolutorio, así como el que no repone esta decisión, son el resultado del estudio detallado del documento contentivo del supuesto acuerdo resolutivo, estudio este que no había sido llevado a cabo en momentos procesales anteriores, siendo estas dos providencias concordantes entre sí. A las pretensiones, se opuso.
2.4 La apoderada judicial de la DIAN indicó que la decisión del Juez Sexto Civil Municipal de Pereira se ajusta a las disposiciones contempladas en la ley y en especial a las contenidas en el Código General del Proceso, dentro del trámite establecido en el capítulo IV Liquidación Patrimonial artículo 566 y siguientes.
2.5 La apoderada judicial del Banco Colpatria manifestó que no existen vías de hecho que vulneren los derechos fundamentales al debido proceso, a la defensa e igualdad al accionante en el trámite de liquidación patrimonial. Explicó que el 1º de diciembre de 2015 no se aprobó ningún acuerdo resolutorio ni fue avalado por los acreedores, toda vez que las firmas puestas en el acta fueron en términos de asistencia a la audiencia de adjudicación de bienes, la cual fue suspendida por efectos del escrito presentado por el accionante. De dicho escrito se dio traslado a todas las partes intervinientes en el trámite de liquidación, término durante el cual el Banco Colpatria y el liquidador presentaron sus argumentos para solicitarle al juez que el acuerdo resolutorio presentado no fuera aceptado por no cumplir los requisitos del artículo 569 del Código General del Proceso. El día 15 de enero de 2016, una vez estudiado el escrito contentivo del supuesto acuerdo, el señor juez resolvió no aceptarlo y programar nuevamente fecha para audiencia de adjudicación de bienes; decisión que fue impugnada por el actor y resuelto el recurso el 10 de febrero de 2016.
2.6 El Municipio de Pereira, por medio de apoderado judicial, espera que el juez que conoce del proceso, en la respectiva adjudicación, se acoja las disposiciones legales, especialmente las contenidas en las leyes 1116 de 2006 y 1564 de 2012 y se tengan en cuenta las causas de preferencia inherentes a créditos y obligaciones, de acuerdo con el artículo 2493 del Código Civil, para que las deudas de orden fiscal adquiridas por el actor tengan prevalencia sobre otros créditos reconocidos en el curso del proceso.
2.7 La representante legal de Credivalores se limitó a dar información de la obligación crediticia del actor con dicha entidad.
2.8 El funcionario accionado y los demás vinculados guardaron silencio.
3.- Se puso término a la instancia con sentencia de 26 de febrero de este año en la que se negó el amparo solicitado. Para decidir así, la funcionaria de primera instancia empezó por referirse al derecho al debido proceso, citó jurisprudencia sobre la procedencia excepcional de la acción de tutela contra providencias judiciales, analizó algunos de los artículos relacionados con el trámite de la insolvencia de la persona natural no comerciante y se refirió a cada una de las tres providencias cuestionadas por el actor. 
Sobre la primera, del 1º de diciembre de 2015, adujo que se dictó en el trámite de una audiencia de adjudicación, la que se suspendió con el fin de dar trámite al acuerdo de resolución, sin que este haya sido aprobado; por tanto, la premisa del accionante es inexacta. Además, frente a la decisión de suspender la audiencia, no se interpuso ningún recurso.

Acerca de la segunda providencia cuestionada, del 15 de enero de 2016, refiere que el juez, con fundamento  en el balance general, el acuerdo resolutorio y la solicitud inicial hecha en la notaría, hace una comparación de los porcentajes de las acreencias respecto del total de la deuda y los valores y porcentajes presentes en el expediente, todo ello con base en las objeciones que oportunamente presentaran el Banco Colpatria y el liquidador, por lo que decide no aceptar el acuerdo resolutorio, ya que las obligaciones bancarias tienen un valor del 64.52% y al no haberse suscrito dicho acuerdo por ninguna de ellas, es claro que el porcentaje de los firmantes, a pesar de ser más de dos, es inferior al 50% del monto total de las obligaciones incluidas en el proceso y se sustentó en el artículo 569 del Código General del Proceso.
El tercer auto, del 10 de febrero de 2016, por medio del cual se resolvieron negativamente los recursos de reposición y el de apelación que se formuló como subsidiario, se aclaró al actor acerca de la imprecisión de considerar aprobado el acuerdo resolutorio en providencia del 1º de diciembre de 2015 y se agregó que en el acta de esta última fecha, se indicó el motivo por el que se suspendía la  audiencia de adjudicación y no se encontraron argumentos suficientes para revocar o modificar la decisión recurrida.

Concluyó que la decisión del juez accionado de no acceder a las solicitudes del accionante no fue caprichosa ni violatoria de los derechos al debido proceso y a la defensa; no dejaron de resolverse los asuntos puestos a consideración del juez; este hizo el control de legalidad pertinente y otorgó a todas las partes la oportunidad de participar en el trámite, sin que se pueda decir que se violó algún derecho del accionante.
4.- Este, inconforme con esa decisión, la impugnó. Se refirió a cuatro puntos específicamente, los que enumeró así: 1. “Nulidad por indebida notificación de una providencia (Art. 301 CGP)”; 2. “Respecto la violación de los tiempos procesales por parte de la Juez Constitucional (Arts. 6º, 86, 228 y 230 C.N)”; 3. “La falta de pronunciamiento de la Juez Constitucional respecto a que el Juez 6º Civil Municipal de Pereira no cumplió con el principio de conservación del acuerdo (Parágrafo 1 del artículo 557 del CGP)” y 4. “Improcedencia de la acción de tutela en contra de providencias judiciales supuestamente por la lacónica sustentación de las causales.” 
En cuanto al primero, dijo que el fallo no le fue notificado al día siguiente de la fecha en que se profirió, como lo manda la ley; el 7 de marzo, aún no había sido notificado en el sitio que señaló para recibirlas y se enteró de la decisión al revisar el expediente el 3 de marzo, aunque el día anterior se le había informado que la juez aún no se había pronunciado.

Frente al segundo indicó que radicó la acción de tutela el día 15 de febrero de 2016, la fecha límite para proferir el fallo era el 29 del mismo mes y hasta el 1º de marzo, aún no se había proferido, tal como se lo informó funcionaria del juzgado de primera sede, quien le recomendó que fuera al día siguiente; así lo hizo y encontró que la sentencia tenía fecha del 26 de febrero.

Sobre el tercero dijo que pese a que el acuerdo resolutorio no solo fue aceptado por más del 50% de los acreedores sino que también le manifestaron su apoyo acreedores que no lo suscribieron, ni el juzgado accionado ni la juez constitucional resolvieron basados en el principio de conservación del acuerdo de que trata el parágrafo 1º del artículo 557 del Código General del Proceso. 
Y en relación con el cuarto, aduce que se violaron los principios rectores del Código General del Proceso de concentración, legalidad, interpretación de las normas procesales y observancia de las normas procesales.
C O N S I D E R A C I O N E S 
1.- El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2.- La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedibilidad de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes:  “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…) y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)”
.
Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedibilidad de la acción, las siguientes: “7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa”
. 

En este caso se encuentran satisfechos los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela, pues la cuestión planteada tiene relevancia constitucional en cuanto involucra el derecho al debido proceso; el demandante interpuso los recursos que eran procedentes contra las decisiones en las que encuentra la vulneración de sus derechos; el amparo se solicitó de manera oportuna; las  irregularidades alegadas tienen un efecto determinante en las providencias que se impugnan, ya que podrían modificar por completo la decisión y como ya se dijo afectan derechos fundamentales del actor, los cuales identificó de manera razonable así como los hechos que generaron la vulneración; y por último, no se trata de tutela contra tutela.

En relación con los requisitos específicos, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha enseñado que la acción de tutela no es vía alterna para modificar las interpretaciones judiciales que en el marco de su autonomía e independencia hacen los jueces, autorizados por el artículo 230 de la Constitución Nacional, a no ser que en su ejercicio se configure una vía de hecho. 
“…Frente a las interpretaciones que realizan las diferentes autoridades judiciales en sus providencias, la intervención del juez constitucional es muy limitada y excepcional pues se encamina a comprobar que la actuación es tan arbitraria que ha desbordado el principio de autonomía judicial en perjuicio de los derechos fundamentales de alguna de las partes de la litis. Esta proposición fue desarrollada en la sentencia T-1222 de 2005 en los siguientes términos:

“(...) En este sentido, no sobra indicar que, en todo caso, los jueces civiles son intérpretes autorizados de las normas que integran esta rama del derecho y el juez constitucional no puede oponerles su propia interpretación salvo que se trate de evitar una evidente arbitrariedad o una clara violación de los derechos fundamentales de las partes. En este caso el juez constitucional tiene la carga de demostrar fehacientemente la existencia de una vulneración del derecho constitucional de los derechos fundamentales como condición previa para poder ordenar la revocatoria de la decisión judicial impugnada.

En suma, ante una acción de tutela interpuesta contra una decisión judicial por presunta arbitrariedad en la interpretación del derecho legislado -vía de hecho sustancial por interpretación arbitraria- el juez constitucional debe limitarse exclusivamente a verificar que la interpretación y aplicación del derecho por parte del funcionario judicial no obedezca a su simple voluntad o capricho o que no viole los derechos fundamentales. En otras palabras, no puede el juez de tutela, en principio, definir cuál es la mejor interpretación, la más adecuada o razonable del derecho legislado, pues su función se limita simplemente a garantizar que no exista arbitrariedad y a proteger los derechos fundamentales y no a definir el sentido y alcance de las normas de rango legal.”

Adicionalmente, bajo los mismos parámetros, la sentencia T-1108 de 2003 clasificó el conjunto de situaciones en las cuales es posible engendrar la arbitrariedad de una interpretación y, por tanto, el asomo de un defecto material o sustantivo:

“Así las cosas, y teniendo presente la sentencia T-441 de 2003, la procedibilidad de la tutela contra sentencias judiciales, por razones interpretativas, se limita a una de cuatro situaciones:

a) Se interpreta un precepto legal o constitucional en contravía de los precedentes relevantes en la materia o se aparta, sin aportar suficiente justificación.

b) La interpretación en sí misma resulta absolutamente caprichosa o arbitraria.

c) La interpretación en sí misma resulta contraria al ordenamiento constitucional, es decir, la propia interpretación es inconstitucional.

d) La interpretación, aunque admisible, conduce, en su aplicación, a resultados contrarios a la Constitución, como, por ejemplo, conducir a la violación del debido proceso constitucional.”

Para concluir, en la sentencia bajo cita se insistió en que la interpretación de las disposiciones aplicables a un proceso corresponde de manera exclusiva al juez ordinario. Por ello, recalcó que sólo en las anteriores situaciones, siempre que la anomalía sea plenamente demostrada por el demandante, podrá intervenir el juez constitucional a través de la acción de tutela…”
. 

Están pues los jueces autorizados para interpretar las normas en las que edifican sus decisiones y por ende, el ejercicio de tal facultad no constituye una vía de hecho que justifique la intervención del juez constitucional cuando sus apreciaciones no coinciden con las de las partes, a menos de revelarse arbitrarias, abusivas o caprichosas, en los términos indicados en la jurisprudencia antes transcrita.

3.- Los documentos aportados con la demanda y la inspección judicial practicada en el curso de la primera instancia, acreditan los siguientes hechos:

3.1 En el Juzgado Sexto Civil Municipal de Pereira se tramita el proceso de liquidación de persona natural no comerciante que promovió el señor Felipe Jaramillo Londoño, ante el fracaso de la negociación de deudas que se inició en la Notaría Segunda de Pereira
.

3.2 El 1º de diciembre de 2015 el Juzgado Sexto Civil Municipal de Pereira inició la audiencia de adjudicación, la que suspendió para dar trámite al acuerdo resolutorio presentado por varios acreedores el día anterior
.
3.3 Por auto del 2 de diciembre siguiente, el juzgado dio traslado del documento que contiene el acuerdo resolutorio, providencia notificada por estado el 4 de diciembre de 2015
.
3.4 El acreedor Banco Colpatria y el liquidador Alonso Acuña Arango presentaron objeciones al acuerdo resolutorio. Argumentó el primero que el escrito presentado no cuenta con la aprobación de dos o más acreedores que representen más del 50% del monto total de las obligaciones conforme lo exige el artículo 569 del CGP, ni respeta la prelación y privilegios que tienen ciertos créditos y acreedores
. Los razonamientos del segundo se consignan en el auto al que a continuación se hará alusión, en el que se expresó que para el liquidador se desconoce el artículo 569-1 del Código General del Proceso y tampoco se cuenta con la aprobación de los acreedores que representan al menos el 50% de la deuda. 
3.5 Por auto del 15 de enero de 2016 el juzgado resolvió no aceptar el acuerdo resolutorio por incumplimiento de los presupuestos legales; ordenó seguir adelante con el procedimiento de la liquidación patrimonial de persona natural no comerciante y citó para la audiencia de adjudicación. 
Explicó que el acuerdo resolutorio fue suscrito por una pluralidad de acreedores; que se debe partir de las acreencias reconocidas por el demandante ante la Notaría, porque  en las actuaciones judiciales no ha indicado su valor; ante esa entidad les dio uno que no coincide con los que consigna el acuerdo resolutorio, tal como lo alegan quienes a él se oponen; el demandante presenta cifras “disímiles sin explicar la lógica de ello” y para el despacho “los valores adeudados a los bancos y los porcentajes de dichas obligaciones sobre la masa de la deuda… que corresponde  a la realidad son los considerados en el balance general… sin que obre en el expediente que las entidades bancarias hubieren condonado o recibido pagos que justificasen los cambios presentados por el acuerdo resolutorio”.

También expresó que el porcentaje de las obligaciones bancarias del total de la deuda del liquidado asciende al 64.52% y como el acuerdo no lo suscribió ninguna de ellas, es claro que el porcentaje de los firmantes, a pesar de ser más de dos, es inferior al 50% del monto total de las obligaciones incluidas en el proceso o de las obligaciones que consten en la relación definitiva de acreencias de la negociación, conforme lo exige el artículo 569 del Código General del Proceso
.
3.5 Contra la decisión adoptada, el demandante interpuso recurso de reposición y en subsidio el de apelación
.
3.6 Por auto del 10 de febrero de 2016, el juzgado decidió no reponer la providencia impugnada y negar, por improcedente, el recurso de apelación
. Para sustentar esa decisión se expresó que dentro de la liquidación patrimonial se puede presentar un acuerdo resolutorio; figuras que son diferentes; que incurre en imprecisión el quebrado (sic) cuando afirma que se confirmó el acuerdo resolutorio, porque lo que efectivamente se decidió fue lo contrario y se citó para audiencia de adjudicación; en el auto del 1º de diciembre de 2015 se  suspendió la audiencia de adjudicación en razón a que se presentó un acuerdo resolutorio, sin que en ella, como lo entiende el liquidado, haya debido deducirse la legalidad y aprobación del acuerdo resolutorio, posteriormente rechazado.
El traslado a los acreedores no suscriptores de tal acuerdo, se otorgó con un fin garantista, pues no podía aceptarse a espaldas de quienes tienen claro interés y pueden verse perjudicados con el mismo.
4.- De acuerdo con las pruebas recogidas, puede afirmarse que el juez demandado se sometió a las normas de procedimiento que regulan el trámite relacionado con la liquidación patrimonial  del deudor persona natural no comerciante
,  y concretamente aplicó el artículo 569 del Código General del Proceso que preceptúa:

“En cualquier momento de la liquidación y antes de la celebración de la audiencia de adjudicación el deudor y un número plural de acreedores que representen por lo menos el cincuenta por ciento (50%) del monto total de las obligaciones incluidas en el proceso, o en su defecto de las que consten en la relación definitiva de acreencias de la negociación, podrán celebrar un acuerdo resolutorio dentro de la liquidación patrimonial. El acuerdo deberá reunir los mismos requisitos exigidos en los artículos 553 y 554.

Una vez presentado ante el juez que conoce de la liquidación patrimonial, este verificará su legalidad, para lo cual tendrá las mismas facultades previstas en el artículo 557.

El auto que no apruebe el acuerdo ordenará que se continúe con la liquidación.

El auto que apruebe el acuerdo, dispondrá la suspensión de la liquidación durante el término previsto para su cumplimiento. En caso de que alguna de las partes de la liquidación denuncie su incumplimiento, se seguirá en lo pertinente, el procedimiento previsto en el artículo 560, y si lo encuentra probado, en el mismo auto el juez ordenará que se reanude la liquidación.”
También, se sometió a la regla prevista en el numeral 2º del artículo 553 del mismo código, que exige que el acuerdo de pago debe ser aprobado por dos o más acreedores que representen más del cincuenta por ciento del monto total de la deuda.

De los argumentos consignados en las decisiones en las que encuentra el demandante lesionados sus derechos, se infiere que el funcionario accionado resolvió cada una de las cuestiones puestas a su consideración de acuerdo con el poder discrecional que le concede la ley y adoptó interpretaciones jurídicas  que en modo alguno pueden ser tachadas de caprichosas; es decir, que obedezcan a su mera voluntad y que por lo tanto se constituyan en vía de hecho, sin que, con independencia de que se comparta o no su criterio, se vislumbra situación excepcional en su análisis que justifique la intervención del juez constitucional, toda vez que las conclusiones  a que sobre los puntos planteados llegó,  no se tornan contrarias al ordenamiento constitucional. 
Pretende entonces el demandante, replantear una situación que fue valorada y definida por la jurisdicción ordinaria, usando la acción de amparo como medio para obtener la modificación de las providencias que le resultaron adversas, lo que no resulta posible en razón al carácter residual que la caracteriza y que no admite la discusión de asuntos que son propios de la competencia de jueces ordinarios.

Modificar las providencia porque el aquí demandante no está de acuerdo con ellas, implicaría invadir la independencia del juez, la desconcentración y autonomía que caracterizan la administración de justicia, de acuerdo con el artículo 228 de la Constitución Nacional.
5.- De acuerdo con lo expuesto, se confirmará la sentencia impugnada, aunque se aclarará en el sentido de que el nombre correcto del accionante es Felipe Jaramillo Londoño.
6.- No es del caso declarar nulidad alguna, respecto del trámite que se dio a la tutela en el curso de la primera instancia, porque las razones que el accionante aduce para ello no están enlistadas como causales para ello en el artículo 133 del Código General del Proceso.
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
R E S U E L V E

PRIMERO.- CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, el 26 de febrero último, en la acción de tutela instaurada por Felipe Jaramillo Londoño contra el Juzgado Sexto Civil Municipal de Pereira, a la que fueron vinculados el Banco Davivienda, Banco Colpatria, Banco GNB Sudameris, Vertical de Construcciones S.A.S., Fenalco Valle del Cauca, Arturo Gómez Herrera, Secretaría de Hacienda de Pereira, Colegio Liceo Francés de Pereira, Leónidas Guillermo Ramírez, Roberto Salazar y Asociados S.A., Fernando Ramírez González, Edificio Alpes Reservado P.H., Materiales Los Profesionales, Distracom S.A., Acueducto Cerritos, J&L Equipos, DIAN, Leandra Jaramillo, Coomeva, Francisco Vallejo Chujfi, Movicom LTDA., Almacenes Corona, Arquitectura Liviana, Credivalores y Pablo Botero Jaramillo, ACLARÁNDOLA en el sentido de que el nombre correcto del accionante es Felipe Jaramillo Londoño.
SEGUNDO.- No declarar la nulidad alegada.
TERCERO.- Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

CUARTO.- Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,

Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA
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